CÁMARA DE APELACIÓN EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CON ASIENTO EN LA PLATA.  PRETENSION INDEMNIZATORIA. RESPONSBILIDAD DEL ESTADO POR  PRISION PREVENTIVA. 

Con fecha 13 de octubre de 2011, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata en la causa  N° 11544 CCALP “OPORTO JUAN ANTONIO C/ MINISTERIO DE SEGURIDAD - POLICIA DE LA PCIA. S/ PRETENSION INDEMNIZATORIA - OTROS JUICIOS (376)”, resolvió hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la demandada, revocar la sentencia de grado en cuanto estima, parcialmente, la pretensión indemnizatoria de la actora, y por consecuencia,  rechazar la demanda incoada.
CAUSA Nº 11544 CCALP “OPORTO JUAN ANTONIO C/ MINISTERIO DE SEGURIDAD - POLICIA DE LA PCIA. S/ PRETENSION INDEMNIZATORIA - OTROS JUICIOS (376)”

En la ciudad de La Plata, a los trece días del mes de Octubre del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “OPORTO JUAN ANTONIO C/ MINISTERIO DE SEGURIDAD - POLICIA DE LA PCIA. S/ PRETENSION INDEMNIZATORIA - OTROS JUICIOS (376)”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº3 del Departamento Judicial La Plata (expte. Nº -3090-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Juan De Santis y Gustavo Daniel Spacarotel. 

A N T E C E D E N T E S


1. Contra la sentencia de la anterior instancia, que hace lugar parcialmente a la pretensión indemnizatoria (fs. 282/300), se alzan ambas partes e interponen sendos recursos de apelación (fs. 323/335 el actor; fs. 227/244 la demandada).


2. Sustanciados los recursos (fs. 347 y contestaciones de los memoriales de fs. 349/354 y 356/361), elevada la causa al tribunal, declaradas admisibles las dos impugnaciones (cfr. res. de esta Cámara de fs. 366/366 vta.) y dictada la providencia de autos, corresponde plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es justa la sentencia apelada? En su caso: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:


I- Mediante el fallo de primera instancia se decide: 1) hacer lugar parcialmente a la demanda promovida por Juan Antonio Oporto contra la Provincia de Buenos Aires (art. 12 inc. 3, CPCA), disponiendo otorgar al actor en concepto de resarcimiento, la suma de $ 60.000, fijados en moneda actual, monto que deberá abonársele en el plazo de 60 días de quedar firme la sentencia (arts. 16 de la Constitución Nacional, 163 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; 907 párr. 2 del Código Civil), con más los intereses que puedan devengarse a partir de esta fecha y hasta el momento de su efectivo pago, a la tasa que abona el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones a treinta días (art. 622, Código Civil); 2) desestimar el pedido de actualización efectuado por la actora ; 3) imponer las costas del proceso en el orden causado (art. 51, CPCA) y 4) diferir las regulaciones de los honorarios profesionales (art. 51, decreto ley 8904/77).


Para así resolver, comienza el a-quo por efectuar una reseña de la pretensión actora como de los hechos narrados en la demanda, por la que se persigue una indemnización de $ 500.955,72 motivada en la detención y prisión preventiva que sufriera el Sr. Oporto por un lapso de 6 meses y 19 días producto de la sustanciación de un procedimiento penal irregular que fuera llevado a cabo por funcionarios policiales mediante abuso de poder y a su vez mediante la comisión de delitos de acción pública.


De modo similar describe la postura contraria volcada en el escrito de contestación de la acción, presentado por la Fiscalía de Estado que sostiene, en lo sustancial, que no ha existido conducta reprochable ni en el ámbito policial ni en el judicial.


Por otro lado, hace el a-quo alusión a que el juicio queda radicado en sus estados, no obstante haberse iniciado ante un Juzgado en lo Civil y Comercial (N° 20 de La Plata) en virtud de haberse acogido por éste la excepción de incompetencia articulada por la demandada. Asimismo, menciona otras actuaciones procesales.


 A continuación (considerandos) se adentra en el análisis de los aspectos fácticos y jurídicos que componen la litis.


En ese orden, destaca que el actor sostiene la configuración de un proceder irregular, centrando su postura en la actuación del personal policial.


Sobre del punto, entiende el magistrado que corresponde analizar la integridad del obrar de los órganos provinciales del que resultó la privación de libertad del accionante.


Así, tras examinar la etapa instructoria, concluye que no aparece lo ocurrido en ella como un montaje falso que impulse el desplazamiento de la responsabilidad en análisis hacia la actuación policial en exclusividad, desestimando en tal sentido lo afirmado por el actor (conf. consid. 3).


Seguidamente, se expide sobre la responsabilidad del Estado por su función jurisdiccional, diferenciando los supuestos de error judicial y falta de servicio y puntualizando que sólo a ellos se limita el reconocimiento de aquélla en la doctrina judicial, pues, conforme a ella los daños sufridos a consecuencia del ejercicio regular en este ámbito deben ser soportados como una carga social que posibilite la adecuada administración de justicia (cfr. consid. 4). Alude, asimismo, a lo dispuesto por los pactos internacionales (art. 75 inc. 22, C.N.) en orden al derecho a un resarcimiento por toda persona que hubiese sido condenada por error judicial o por sufrir una detención ilegal o arbitraria y que la Corte Suprema exige para la procedencia del reclamo el dictado de una sentencia revisora anulatoria, por parte de un tribunal competente.


Dedica atención luego a la cuestión que plantea la medida cautelar privativa de libertad de una persona que después es absuelta mencionando en tal sentido que, conforme la doctrina y fallos que cita, ello no da lugar a la indemnización (conf. consid. 5°).


En una síntesis de lo expuesto, concluye el iudex que, en suma, a la luz de la jurisprudencia actual tanto de la Corte nacional como de la Suprema Corte provincial, no resulta que quepa endilgarle en el caso actuar ilícito al Estado, en virtud de que los más de seis meses en que el actor se vio privado de su libertad, resultarían ser consecuencia del desarrollo de un proceso en el que –no obstante las fuertes críticas que formula al comportamiento asumido para con él, en función primordialmente del no reconocimiento de Oporto por parte de la víctima del ilícito que se investigaba, pese a lo cual fue involucrado en el proceso-, no ha quedado debidamente plasmada en esa sede penal la alegada ilicitud en el obrar estatal –ni judicial ni aún policial- por medio de pronunciamiento alguno, careciendo de competencia el juez del fuero contencioso administrativo para volver sobre el particular.


De allí que –según el juez- el aludido carril procesal no resulta apto para conducir a consagrar la responsabilidad demandada (consid. 6°).


Por otra parte, se expide en torno al principio jurisprudencial adverso a la posibilidad de responsabilizar al Estado por actividad lícita, si bien morigerado –aclara- por un sector doctrinario al que menciona (consid. 7°).


Resume luego los argumentos sobre la improcedencia del deber de responder, salvo que el acto respectivo sea declarado ilegítimo por el órgano judicial (consid. 8°).


Continúa explayándose sobre el tema de los daños ocasionados por la actividad legítima judicial, señalando las razones que podrían brindarle sustento (consid. 9°) aunque dejando a salvo que no es la postura de los máximos tribunales de la Nación y de la Provincia (consid. 10°).


En esa línea, tras hacer mérito de la regla hermenéutica pro homine (arts. 75 inc. 22) como de la preceptiva supranacional en materia de reparación de la detención ilegal o arbitraria (arts. 7 inc. 3 CADH; 9 inc. 5 PIDCP), resalta las singularidades del caso que lo llevan a visualizar una excepción en relación a los principios jurisprudenciales mencionados (consid. 11 y sigts).


En tal contexto, sostiene que el actor efectivamente ha padecido perjuicios injustos pues nada puede achacársele en el sentido de haber sido responsable de alguna acción, actitud u omisión de su parte que pueda haber dado lugar a que se lo implicara en la causa penal, sino que tan sólo transitaba de regreso de su lugar de trabajo (consid. 13°).


Asimismo, el propio Fiscal solicitó su inmediata libertad a fs. 172 de la causa penal, manifestando que el mantenimiento de la coerción  con los elementos de convicción descriptos constituirá una privación de libertad injusta, arbitraria e inmotivada que no deseo cargar en mi conciencia (consid. 14°).


Se expide en relación a la ausencia de justificativo para que el actor deba afrontar el costo sin compensación de habérselo involucrado en un proceso por un hecho al que resultaba absolutamente ajeno, circunstancia por la que, por razones de equidad, juzga el iudex que corresponde resarcirlo (consid. 15° a 18°) pues el costo afrontado por el accionante en aras del interés social, ha excedido con largueza el margen tolerable propio de la vida en comunidad, configurando un sacrificio desigual (consid. 19°).


Añade que el accionar estatal en su conjunto evidenció una cuota de falta de razonabilidad (consid. 20°) y que las especiales circunstancias del caso habilitan para ingresar en el limitado territorio en que es dado reconocer la responsabilidad estatal por acto lícito en situaciones de esta naturaleza (consid. 21°):


Se aboca a determinar la cuantificación de los daños indemnizables (consid. 22°) reconociendo: 1) en concepto de daño moral la suma de $ 30.000, 2) por el daño psicológico $ 20.000 y su tratamiento $ 5.000, 3) por el renglón lucro cesante $ 5.000; totalizando el monto establecido en $ 60.000 (en lugar de los $ 500.955,72 solicitados en la demanda).

 
Encuentra fundamento jurídico a la decisión –entre otros- en el principio de equidad (consid. 23°) y en el art. 907 del Código civil (consid. 24°).


Finalmente, desestima el pedido de actualización, pero fija el valor en moneda actual, e impone las costas en el orden causado.


II- Ambas partes apelan la sentencia.


1. El actor se agravia por el resarcimiento fijado en el fallo, al entender que no satisface en forma integral el perjuicio efectivamente sufrido por la privación injusta de su libertad, peticionando el incremento de las sumas conforme a los siguientes valores: daño moral $ 400.000, daño psicológico $ 70.000, tratamiento psicológico $ 10.000, lucro cesante  $ 5.795,72 y pérdida de chance $ 5.000; ello, con más los intereses correspondientes y las costas a la vencida, previa declaración de inconstitucionalidad de la norma (art. 51, C.P.C.A.) aplicada al sub-lite.


Destaca esta parte que sin perjuicio del marco jurídico trazado por el juzgador de grado, se han producido graves irregularidades en la instrucción policial, que configuran el supuesto contemplado por los arts. 512, 902, 1109, 1112 y 1113 del Código Civil, donde se genera el deber de responder en el ámbito de la actuación ilícita.


Destaca principalmente, la declaración de la víctima del hecho de fs. 131/134 de la causa penal.


 2. La Fiscalía de Estado efectúa la crítica del pronunciamiento en cuanto impone a la Provincia el deber de resarcir y, subsidiariamente, sobre la cuantía indemnizatoria.


Destaca que se le endilga responsabilidad por un actuar que el propio juez reconoce como correcto, resultando incongruente la sentencia.


Recuerda que el Sr. Oporto queda libre cuando la víctima presta nueva declaración testimonial, cambiando la anterior y desvinculando al aquí actor (fs. 131 a 163 de la causa penal).


Cuestiona que la decisión estimatoria se aparta de las constancias de la causa penal y de los principios jurídicos aplicables en la materia y jurisprudencia que debió observar, explayándose sobre ello.


Pone de relieve las diferentes actuaciones penales (orden de detención judicial, desestimación del pedido de libertad, elementos de convicción que sustentaron la privación de libertad, auto de prisión preventiva y su confirmación por la Cámara respectiva, cese de la medida cautelar).


Por otra parte, puntualiza que tanto el Juez de Garantía como la Cámara de Apelaciones y Garantías rechazaron el habeas corpus deducido en beneficio del aquí actor.


Analiza que tampoco desde la perspectiva de los plazos, existe un obrar censurable en cuanto a la privación de libertad cautelar, el que se ha ajustado a derecho y argumenta que no ha mediado violación alguna de pactos internacionales que justifiquen la decisión de primera instancia.


Por otra parte y en forma accesoria del planteo principal, desarrolla alegaciones impugnatorias de la indemnización otorgada.

3. Sustanciados los recursos de ambas partes, elevada la causa al Tribunal, declarada por éste la admisibilidad de las impugnaciones y dictado el llamamiento de autos, corresponde ingresar al estudio y resolución de los fundamentos de sendas apelaciones, previa salvedad que habré de efectuar en relación al conocimiento de la materia bajo examen.

III- Al respecto y en primer término, cabe formular una aclaración en torno a la competencia del fuero contencioso administrativo para conocer en asuntos concernientes a la responsabilidad del Estado derivada del ejercicio de la función judicial.

1. El juez de grado de este fuero admitió su competencia para entender en el caso, luego que el magistrado en lo civil y comercial que previno declinara su intervención al decidir la excepción de incompetencia planteada por la parte demandada (fs. 45, 46 y sigts., 68, 93, 95/95 vta., 97).

La parte actora se conformó a esa definitiva radicación, sin observaciones (v. fs. 93 cit., 97, 98/98 vta., 100 y sigts.), habiéndose sustanciado el proceso y culminado la primera instancia con el dictado de la sentencia, ahora apelada.

De lo expuesto resulta que se halla precluída toda oportunidad para efectuar declaraciones al respecto, tanto de oficio como a pedido de los litigantes (cfr. arts. 8, 31, 34 inc. 1, 35 inc. 1 a e inc. 2, ley 12.008). Ese óbice, como se verá, se extiende al tribunal de alzada.

2. Ahora bien, sin perjuicio de ello, procede señalar que, de conformidad a la doctrina mayoritaria de la Suprema Corte de Justicia, el conocimiento del asunto pertenece a la competencia del fuero en lo civil y comercial.

El superior tribunal, al resolver conflictos de competencia sobre la cuestión (arts. 7 y 8, ley 12.008), ha resuelto -con opinión dividida en el seno del cuerpo- que, tanto la responsabilidad del Estado proveniente del ejercicio de funciones judiciales en general, cuanto la generada en otros supuestos, entre los que cabría incluir el denominado error judicial en materia penal, se hallan fuera del alcance del art. 166 último párrafo de la Constitución que define los casos contencioso administrativos, como de las previsiones de su ley reglamentaria (12.008 y sus reformas; doctr. causas B-65.991, “Ginzo”, res. del 19-4-06; B-68.311, “Calderón”, res. del 31-5-06; B-68.717, “Valenti”, res. del 6-9-06 y de las anteriores a la entrada en vigencia del fuero: causas “Ramos” –res. 30-2-02-, “Fangal” –res. 27-12-02-, “Faster” –res. 19-3-03-  y “Olivera” -res. 1-10-03-, entre otras cits. ).

Si bien he de dejar a salvo mi convicción en el mismo sentido de la solución propiciada por la minoría del Tribunal en los referidos precedentes (cfr. votos de los Dres. Soria, Pettigiani y Negri en las causas B-65.991, B-68.311 y B-68.717, cits.), que se condice con lo actuado en la presente por el iudex, cabe expresar que -a todo evento- en el sub-judice no sería posible aplicar la citada jurisprudencia derivando la causa al fuero en lo civil y comercial donde originariamente fuera ingresada, por encontrarse precluida la posibilidad de hacerlo, con arreglo al criterio acuñado por la Corte provincial al respecto, amén de encontrarse consentida la resolución de la excepción de competencia.

En efecto y sin perjuicio de ello, si bien es cierto que es ésta la primera oportunidad que la Cámara tiene para evaluar lo pertinente, no lo es menos que, de acuerdo a la doctrina de la casación provincial, no es propicio el estado procesal para torcer de oficio y en segunda instancia el rumbo de la causa desplazándola hacia otro fuero. El alto tribunal ha sostenido que si el juez de grado ha declarado su competencia y las partes la han consentido, no obstante el carácter de orden público de la competencia material e improrrogable de la contencioso administrativa (doctr. art. 6, C.P.C.A.), no procede declarar la incompetencia de oficio en el estadio que ésta se halla; ello, no sólo en primera instancia (arts. 8 y 31 inc. 2, ley 12.008), sino que también le está vedado hacerlo al órgano que interviene en grado de apelación aún cuando en ese momento tome conocimiento de la causa (doctr. S.C.B.A causa Ac-58.714, “Gorostiaga”, sent. de fecha 7-3-02; B-68.060, “Ministerio de la Producción”, res. del 30-5-05, entre otras). Vale mencionar que, en este caso, la cuestión fue motivo de debate y resolución en la anterior instancia, conforme quedó consignado.

Es evidente que es inaceptable volver sobre ese aspecto, en el estado en que se encuentra la presente, en la que ha recaído sentencia definitiva en la instancia anterior (en igual sentido, mi voto en la causa de análoga conformación N° 4775, “Graneros”, sent. de 4-XII-08).

Por consiguiente, efectuada esta inicial salvedad, procede ingresar al tratamiento y resolución del recurso de apelación.

 
IV- A fin de abordar las impugnaciones de las partes, cabe precisar que la pretensión del actor consiste en obtener una indemnización por los daños y perjuicios que aduce haber sufrido por la prisión preventiva. Imputa responsabilidad a la Provincia en razón del defectuoso ejercicio de funciones judiciales, configurado –a su entender- por la irregularidad de la actuación policial de la que resultara el auto cautelar privativo de libertad que entiende ilegítimo, medida cuya extensión alcanzó seis meses y diecinueve días.


Corresponde tratar en primer término el recurso de la demanda que apela la decisión principal en cuanto resulta parcialmente estimatoria de la pretensión, sustentada en la existencia de una situación excepcional que amerita el reconocimiento de una indemnización aunque no se presenta un supuesto de ilegitimidad.


Dicho en otras palabras, la tesitura sostenida por el actor en la demanda, no ha prosperado como fundamento de la petición resarcitoria, sino que ésta ha encontrado en la resolución del a-quo otro sustento, a saber, el principio de equidad que autoriza a considerar resarcible el daño alegado en la libertad ambulatoria en el ámbito de la actividad legítima del estado.


1. En el caso no se alega un supuesto de error judicial ni tampoco se mueve la decisión de la causa en ese ámbito, en tanto no se trata del dictado de una condena penal que es luego dejada sin efecto, tras descubrirse circunstancias que autorizaron su revisión.

Se ubica la especie, desde la perspectiva del planteo del actor, en el ámbito de la defectuosa prestación del servicio judicial a raíz de irregularidades cometidas durante la actuación policial en el marco de una investigación penal.

Pese a ello, el juez de la causa lo encuadra en la responsabilidad extracontractual por actuación lícita estatal.

Ahora bien, descartado el error judicial, que permita imputar responsabilidad a la Provincia, la pretensión formulada, básicamente, sobre el supuesto de irregularidad en la actuación policial, tal como lo entiende el a-quo que no obstante finaliza acogiendo en parte el reclamo, no puede prosperar. 

En particular, no se ha acreditado ese factor de atribución sino que, por el contrario, la –según el actor- defectuosa actividad desplegada por la instrucción que determinara su detención y posterior prisión preventiva, invocada como fuente del derecho a la reparación, no surge con ese carácter ni ha sido, en todo caso, la causa excluyente de la medida cautelar, como tampoco afecta su validez o legitimidad, auto que, en la postura de la parte recurrente, origina los daños cuyo resarcimiento conforma el objeto de la presente. En otros términos, no se encuentra comprobada la irregularidad o invalidez, por errores en el juzgamiento o en el procedimiento, de la privación precautoria de la libertad ordenada en la causa penal. No se observa, por otra parte, la presencia de una hipótesis de mantenimiento irrazonable de la duración o de manifiesta arbitrariedad de la diligencia. Por fin, sin perjuicio de la valoración que mereciera al Agente Fiscal la situación del detenido a la luz de las nuevas constancias probatorias , lo actuado con posterioridad por el Juez interviniente no juzgó acerca de la regularidad de la instrucción, sino respecto de la falta de mérito para mantener la medida en cuestión a partir de la convicción resultante de los elementos de prueba colectados.

En suma, amén que no concurre la hipótesis de error judicial, tampoco se advierte configurada la falta de servicio en la que podrían encuadrarse los argumentos desplegados por el recurrente. Reitero que así también lo evalúa el a-quo en su pronunciamiento al descartar la presencia de elementos que permitan considerar al presente, dentro del ámbito de la responsabilidad por irregular prestación de la función judicial.

En tal contexto, no media suficiente mérito a la postura que, a partir de ese enunciado, desarrolla el magistrado para concluir admitiendo la procedencia del reclamo en el área de la actuación legítima, luego de analizar que, no obstante, ello no conforma el criterio predominante emanado de la jurisprudencia.

Advierto allí una fisura en el principio de congruencia que acierta a censurar la Fiscalía de Estado, al expresar agravios, amén de señalar que la decisión evidencia una ruptura con la doctrina legal de la Suprema Corte y la emanada de la Corte Nacional, aspectos ambos, que definen la suerte favorable del recurso bajo examen.

El criterio que sostiene el apelante se ajusta a los precedentes de esta Cámara de configuración similar (especialmente causa N° 4775, “Graneros”, sent. de 4-XII-08, citada; asimismo v. causas N° 4754, “Gelabert”, sent. de fecha; en sent. conc. causa N° 8299, “Esquivel“, sent. de fecha 16-XII-08; N° 438 “Retamozo”, sent. 3-II-09; N° 8548, “Esteve”, sent. de fecha 1-IV-09; N° 11.418, “Roldán”, 2-VIII-11; entre otras), armonizando con los principios pretorianos vigentes en la materia, de los que no encuentro mérito para exceptuar al caso contencioso de autos.

Cabe destacar, en esa línea decisoria, que la Suprema Corte ha considerado que no es procedente la acción de daños y perjuicios derivados de una prisión preventiva dictada legítimamente con sustento lógico, aunque luego se absolviera al procesado por constatarse en la audiencia de vista de causa, acaecida en forma precedente, la concreta existencia de testimonios mendaces que motivaran las imputaciones al actor (cfr. voto del Dr. Pettigiani, en la causa causa Ac. 93.104, "C., M. A. contra Provincia de Buenos Aires. Daños y perjuicios", sent. de fecha 5 de abril de 2006). Con la salvedad de las distintas circunstancias de la causa, el principio es aplicable a este caso, donde el actor fue detenido y alcanzado por prisión preventiva, la que fue levantada al valorarse nuevos antecedentes.


Si bien el accionante argumenta la irregularidad -falta de servicio- configurada a partir del defecto de instrucción –esto es, una causal que, de ser constatada, podría ser atribuible al Estado-, lo cierto es que de las constancias de la causa penal surge que los actos procesales donde el actor centra su pretensión indemnizatoria no han sido tachados de irregulares y se basaron en una apreciación razonada -de acuerdo a la etapa del proceso en que fueron dictados-, de los elementos de juicio existentes hasta ese momento y con sustento en las normas procesales vigentes, tal como sostiene la demandada.


Por otra parte, debe señalarse que con lo actuado no es posible aseverar la efectiva existencia de vicios en la instrucción. Por ende, no se encuentra comprobada la arbitrariedad ni, mucho menos, se presenta un supuesto de revisión de actuaciones de esa causa penal. Dicho en otros términos, las circunstancias aducidas no satisfacen esa demostración del defecto.


En suma, no se han alegado, ni probado, tramitaciones que descalificaran lo actuado originariamente o deficiencias procesales que tornaran irrazonable la privación y/o extensión preventiva de libertad.

A esta altura, corresponde señalar que no se advierte una situación como la ventilada en la sentencia de la Corte Nacional que censurara la prolongación de la medida de coacción personal (que había superado en total los cuatro años) durante un período de 1 año, 6 meses y 16 días sin que los magistrados penales intervinientes hubiesen demostrado la necesidad imperiosa de su mantenimiento de conformidad con las normas legales aplicables al caso (arts. 379 y 380 del código de procedimientos en materia penal y art. 7°, inc. 5° del Pacto de San José de Costa Rica); circunstancia que se entendió que configuraba un supuesto de deficiente prestación del servicio de justicia susceptible de generar la responsabilidad del Estado por el lapso temporal de privación de la libertad que se consideró como excesivo (R. 258. XXXIII. Rosa Carlos Alberto c/Estado Nacional Ministerio de Justicia y otro s/daños y perjuicios sentencia de fecha 1-11-1999).

Tampoco se advierte una plataforma fáctica y jurídica análoga a la analizada en el precedente de esta Cámara, en el que mediaba una resolución descalificatoria del acto procesal que causaba el daño (cfr. causa N° 9411, “Denegri”, sent. de 29-X-09, mi voto en minoría) o bien un exceso comprobable en la continuidad de la diligencia cautelar (cfr. causa N° 11651, “Gordillo”, sent. 10-VIII-11).


Vale destacar que en el sub-judice la detención y prisión preventiva determinaron un lapso de privación cautelar de libertad que superó en pocos días los seis meses, sin que las alegaciones del actor, como tampoco las que trae la sentencia, permitan advertir el defecto de la investigación original.


Tampoco cabe asimilar la especie a la situación contemplada por la Corte Nacional en el caso “Tortorelli Mario Nicolás c/ Provincia de Buenos Aires y otros” (sentencia del 23-5-2006), pues la falta de servicio comprobada en éste último ningún parentesco guarda con los hechos ni situaciones debatidas en estos autos.

Resulta, en cambio, aplicable la doctrina del Alto Tribunal en cuanto precisa que "la indemnización por la privación de la libertad durante el proceso no debe ser reconocida automáticamente sino sólo cuando el auto de prisión preventiva se revele como incuestionablemente arbitrario, mas no cuando elementos objetivos hayan llevado al juzgador al convencimiento -relativo, obviamente, dada la etapa del proceso en que aquél se dicta- de que medió un delito y de que existe posibilidad cierta de que el imputado sea su autor" (cf. Corte Suprema de Justicia de la Nación, causa C. 1124.XXXV, "Cura, Carlos Antonio c/Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/daños y perjuicios", sent. de 27-V-2004; causa M.1057.XXXV, "Muñoz", sent. de 28-VII-2005; en el mismo sentido, voto del Dr. Soria en la causa Ac. 93.104, cit.).

Es que no cabe derivar la existencia de responsabilidad estatal como consecuencia de las medidas cautelares decretadas por el juez que instruyó la causa penal en el ejercicio regular de sus atribuciones, supuesto en que procede descartar la presencia de error judicial. Asimismo, similar es la conclusión si las constancias de la causa penal indican que el error en que se incurrió inicialmente que constituyó el fundamento del auto de prisión preventiva no hace parecer lo actuado en la causa criminal como groseramente arbitrario o irregular (cfr. C.S.J.N. 17-5-2005 Lindoro ICSCA y otro c/ Estado Nacional - Administración Nacional de Aduanas s/ Daños y perjuicios).

En mérito de las circunstancias expuestas, no se acreditan las condiciones que permitan considerar transgredidos los arts. 7 inc. 3 del Pacto de San José de Costa Rica y 9 inc. 5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, pues como ha quedado dicho, la pérdida de libertad del imputado se debió al dictado de una detención y prisión preventiva recaídas en el proceso penal, que no denotan ilegalidad ni arbitrariedad en su dictado, y que se mantuvo hasta la aparición de datos que en forma inminente posibilitaron la libertad y sobreseimiento del Sr. Oporto.

2. Cabe destacar que, conforme las constancias de la causa penal (Orden n° 1942/Y-0324; sobre Robo calificado por empleo de armas, agregada por cuerda), sobre la base de los antecedentes obrantes en la instrucción, el Agente Fiscal solicitó al Juez de Garantías que librase la correspondiente orden de detención de tres personas, una el Sr. Oporto (fs. 23/24), la que fue dictada por el magistrado interviniente con sustento en la prueba –entre ella la declaración testimonial de la víctima- y por existir motivos bastantes para sospechar la autoría responsable (res. del 27-3-2003, fs. 25/27).

A fs. 51/51 vta., la Agente Fiscal solicitó la libertad del sindicado Oporto, en razón de surgir la presunción fundada de no haber tenido participación en el hecho, petición que fue desestimada por el Juez tras considerar que no se hallaban desvirtuadas las constancias valoradas para disponer la detención (fs. 52/53). 

Requerido, con posterioridad, el dictado de la prisión preventiva respecto de los tres involucrados (fs. 64/67 vta.), el magistrado resolvió convertir en prisión preventiva la detención de todos ellos ponderando la materialidad ilícita, la adecuación típica y la autoría responsable (res. del 11-4-2003, fs. 68/69 vta.), decisión que quedó confirmada al rechazarse, por la Cámara de Garantías, el recurso de apelación deducido por el defensor del Sr. Oporto (res. del 11-8-2003, fs. 105/105 vta.).

Luego, el Fiscal Adjunto solicitó el inmediato cese de la medida de coerción con relación a Juan Antonio Oporto, principalmente a partir de precisiones aportadas por la nueva declaración prestada por la víctima del hecho el 2-10-2003, que lo llevaron a formular consideraciones en torno a la existencia de sobrados motivos en el sentido de no ser posible el ejercicio de la acción penal a su respecto. Es en esa oportunidad, que el funcionario del Ministerio Público manifestó que el mantenimiento de la privación de libertad sería una coerción injusta, arbitraria e inmotivada (fs. 170/172 vta.).

El 10-10-2003, el Juez resolvió, en consecuencia, hacer cesar la medida de coerción, ponderando el nuevo testimonio de la víctima, con algunas correcciones sobre el relato primigenio, así como la debilidad de convicción de las declaraciones del personal policial junto a la versión ofrecida por otros testimonios (fs. 173/173), libertad que se hizo efectiva en la misma fecha (fs. 176). 

El día 26 de noviembre del mismo año 2003, se resolvió sobreseer totalmente al Sr. Oporto en tanto, si bien la prueba reunida oportunamente permitió ordenar su detención en los términos del art. 308 del C.P.P., lo actuado con posterioridad resulta suficiente para adquirir el grado de certeza necesario para dictar el sobreseimiento del encausado por no encontrarse reunido respecto del mismo los extremos exigidos al supuesto en análisis (fs. 201/202 vta.).

3. Resulta con claridad de lo expuesto que no se dan en el caso los presupuestos para obtener una reparación de los daños aducidos.

En primer lugar preciso es tener en cuenta que el ejercicio legítimo de la función judicial no genera, conforme doctrina pacífica, el deber de responder por los daños y perjuicios ocasionados (cfr. S.C.B.A. doctr. Ac. 76.041 sent. del 23-IV-2003).

A ese fin se hace necesario demostrar, por el contrario, que existió error judicial, figura cuya conformación requiere la revisión ulterior del pronunciamiento que diera pie al daño toda vez que los perjuicios que puedan resultar del procedimiento empleado para resolver la contienda, si no son producto del ejercicio irregular del servicio, deben ser soportados por los particulares, pues son el costo inevitable de una adecuada administración de justicia. El Estado sólo puede ser responsabilizado por error judicial en la medida que el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto (C.S.J.N. Balda, Miguel A. c/ Provincia de Buenos Aires, sent. del 19-10-1995;  S.C.B.A. Ac. 76.041 cit. y doctr. causas Ac. 66.582, sent. del 11-5-99; Ac. 72.773, sent. del 16-5-00; Ac. 74.093, sent. del 13-6-01; Ac. 79.211, sent. del 16-7-03), pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, impide, en tanto se mantenga, juzgar que hay error. Las sentencias y demás actos judiciales no pueden generar responsabilidad del estado por sus actos lícitos ya que no se trata de decisiones de naturaleza política para el cumplimiento de fines comunitarios sino de actos que resuelven un conflicto en particular (doctr. C.S.J.N., Robles, Ramón Cayetano c/ Provincia de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios, sent. del 18-7-2002, Fallos 325:1855).


En similar sentido, no puede proceder la acción de daños y perjuicios derivados de una prisión preventiva dictada legítimamente con sustento lógico aunque luego sea dejada sin efecto (conf. S.C.B.A. Ac. 79.211, sent. del 16-VII-2003).

Pues bien, no sólo no ha mediado revisión en el caso, sino que tanto la detención cuanto la prisión preventiva quedaron firmes (esta última al rechazarse el recurso de apelación), sin que se hubiese articulado ni planteado nulidad procesal alguna que las comprendiese. A mayor abundamiento, el sobreseimiento no supuso la invalidez ni implicó el reconocimiento de arbitrariedad respecto de los actos judiciales que resolvieron la privación cautelar de libertad del imputado. No se ha cuestionado esa medida por irrazonable prolongación, sino por falta de proporcionalidad con las circunstancias del caso, lo que según se viene analizando no puede prosperar.

No mejora la situación de la pretensión del actor, al amparo del Habeas Corpus que fuera intentado mientras se hallaba detenido, toda vez que, tal como señala la demandada y surge del expediente respectivo, ese remedio fue rechazado por el órgano judicial respectivo (v. fs. 5/6 causa Nº 10.612; 10/10 vta. exp. Nº O-6167, agregados por cuerda; v. asimismo fs. 40/41 causa Nª 3441). Tampoco puede colegirse una distinta evidencia de los hechos de las actuaciones obrantes en el expediente donde tramitara la denuncia contra el personal policial (causa 205740 adjuntada sin acumular). 

No se presenta, por otro lado, una hipótesis donde pudiesen visualizarse antecedentes que denoten que el lapso de la prisión preventiva adolezca por irrazonable extensión (en tal sent. ver mi voto en la causa “Denegri” cit.).

Por último, si bien reconocidas en lo sustancial por el iudex las circunstancias que tornan improcedente la responsabilidad extracontractual por error judicial y falta de servicio, acoge la petición en la medida que la entiende justa y por el conducto del derecho a un resarcimiento en la esfera de la actuación lícita del estado.

En estas condiciones, entiendo que asiste razón al apelante, quien logra demostrar el fundamento suficiente de sus agravios, por lo que corresponde acogerlos y revocar la sentencia en cuanto estima la pretensión indemnizatoria de autos.

Debo señalar que en mi opinión no hay mérito para establecer excepciones que impliquen modificar los fundamentos de la responsabilidad del estado por el ejercicio de funciones judiciales, que se vienen aplicando en forma pacífica por los altos tribunales, y en cuyo marco se ha dado cabida a supuestos que no tornan rigurosa ni restrictiva esa doctrina.

La posición del a-quo supone un apartamiento evidente de aquélla y tiene una proyección que no se ve delimitada por situaciones extraordinarias, sino que implica admitir una esfera de resarcimiento por el mero ejercicio de la función judicial, en aras del principio de inocencia y de la privación cautelar de libertad, cuando no se ha demostrado ilegalidad alguna, ni extensión irrazonable de la detención como tampoco violencia a los principios superiores, en particular los que supeditan la indemnización a la ilegalidad o arbitrariedad de la prisión preventiva.

En estas condiciones, la queja de la demandada posee aptitud bastante para su progreso (arts. 55, 56, 58 y concs., C.P.C.A.).

4. En mérito del modo en que propongo resolver la impugnación analizada sobre la pretensión principal, resulta inoficioso el tratamiento del recurso de la parte actora, referido al monto de la indemnización como a los restantes accesorios (intereses y costas). En cuanto a los gastos procesales, cabe señalar que el rol de vencida conforme a la resolución que para el caso propicio, determina que la aplicación del principio del orden causado le resulta más favorable (art. 51, C.P.C.A.).

5. Por los fundamentos expuestos corresponde hacer lugar al recurso de la demandada, revocar la sentencia en cuanto estima la pretensión actora, rechazar la demanda entablada y declarar inoficioso el tratamiento del recurso de la parte actora (arts. 55, 56, 58 y concs., C.P.C.A.).

Con costas del proceso en el orden causado (art. 51, C.P.C.A.).

Así lo voto.


A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:


Adhiero al criterio que expone la Dra. Milanta para considerar superada la posibilidad de análisis relativa a la competencia del fuero para el conocimiento del caso suscitado.


También coincido con el primer voto en el tratamiento de la materia sometida a debate, pues tampoco encuentro reinante en el caso supuesto que de lugar a la pretensión indemnizatoria articulada.


En esa misma línea de adhesión, me remito a los argumentos que dejara expuestos en precedentes de configuración similar (conf. mis votos en causas CCALP n° 4775 “Graneros”, sent. 4-12-08; CCALP n° 4754 “Gelabert”, sent. 16-12-08; CCALP n° 8299 “Esquivel”, sent. 16-12-08; CCALP n° 8548 “Esteve”, sent. 1-4-09; CCALP n° 9411 “Denegri”, sent. 29-10-09; CCALP n° 10.227 “Pagliaricci”, sent. 3-6-10; CCALP n° 11.418 “Roldan”, sent. 2-8-11; CCALP n° 11.651 “Gordillo”, sent. 10-8-11).


Así lo voto.


A la misma cuestión planteada, el Dr. Spacarotel adhiere a los fundamentos y solución propuesta por la Dra. Milanta y emite su voto en idéntico sentido.


De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A


Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede,  

1.- Se hace lugar al recurso de apelación interpuesto por la demandada, se revoca la sentencia de grado en cuanto estima, parcialmente, la pretensión indemnizatoria de la actora, y por consecuencia, se rechaza la demanda por ella incoada (arts. 75 inc. 22, Const. Nac.; 7 inc 3º, PSJCR; 9 inc. 5º PIDCP; 8, 31, 34 inc. 1º, 35 inc.1º a) e inc. 2º, 77, C.P.C.A.; 6, C.P.C.C.; 12 inc. 3º, 55, 56, 58 y concs., C.P.C.A.).

2.- Debido a lo resuelto en el punto precedente, deviene inoficioso el tratamiento del recurso de apelación interpuesto por la actora en torno al quantum de los rubros indemnizatorios reclamados y reconocidos (arts. 55, 56, 58 y concs., C.P.C.A.).


Las costas del proceso, en ambas instancias, se distribuyen en el orden causado (art. 51, ley 12.008 –t.o. ley 13.101-).


Difiérese la regulación de honorarios para la oportunidad dispuesta por los artículos 31 y 51 del decreto ley 8904/77.

            Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.


Firmado: Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Gustavo Juan De Santis. Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  392 (S).

